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TÍTULO IPRINCIPIOS Y DISPOSICIONES FUNDAMENTALES 
CAPÍTULO I 

ÁMBITO 
 
Art. 17.- PRINCIPIO DE SERVICIO A LA COMUNIDAD.- La 
administración de justicia por la Función Judicial es un servicio 
público, básico y fundamental del Estado, por el cual coadyuva a 
que se cumpla el deber de respetar y hacer respetar los derechos 
garantizados por la Constitución, los instrumentos internacionales 
de derechos humanos vigentes y las leyes. 
 
El arbitraje, la mediación y otros medios alternativos de solución de 
conflictos establecidos por la ley, constituyen una forma de este 
servicio público, al igual que las funciones de justicia que en los 
pueblos indígenas ejercen sus autoridades. 
 
En los casos de violencia intrafamiliar, por su naturaleza, no se 
aplicará la mediación y arbitraje. 
 

TÍTULO III 
ÓRGANOS JURISDICCIONALES 

 
CAPÍTULO I 

REGLAS GENERALES 
 

SECCIÓN I 
DISPOSICIONES GENERALES APLICABLES A JUEZAS Y 

JUECES 
 
Art. 130.- FACULTADES JURISDICCIONALES DE LAS JUEZAS 
Y JUECES.- Es facultad esencial de las juezas y jueces ejercer las 

atribuciones jurisdiccionales de acuerdo con la Constitución, los 
instrumentos internacionales de derechos humanos y las leyes; por 
lo tanto deben: [...] 
 



 

 

11. Salvo los casos en que la ley expresamente disponga lo 
contrario, procurar la conciliación de las partes, en cualquier estado 
del proceso; al efecto, pueden de oficio convocarlas a audiencia, a 
las que deberán concurrir las partes personalmente o por medio de 
procuradora o procurador judicial dotado de poder suficiente para 
transigir. De considerarlo conveniente los tribunales o juezas y 
jueces podrán disponer de oficio que pasen los procesos a una 
oficina judicial de mediación intraprocesal con la misma finalidad. 
Se exceptúan los casos en que se halla prohibida la transacción, y 
si ésta requiere de requisitos especiales previos necesariamente se 
los cumplirán, antes de que el tribunal, jueza o juez de la causa 
homologue el acuerdo transaccional. 


